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Este trabajo analiza los problemas planteados 
por el uso de la objeción de conciencia para 
los usuarios del sistema de salud sexual y 
reproductiva. La objeción de conciencia amparada 
por nuestra Constitución no guarda conexión 
alguna con el incumplimiento de los deberes 
profesionales de los prestadores de salud que 
se pretende amparar con referencia a la objeción 
de conciencia. En este último caso, la pretendida 
objeción daña a terceros en su salud, su autonomía 
y su dignidad, daños que se agravan en un 
contexto de falta de acceso a prestaciones 
básicas de salud, como la anticoncepción, 
la fertilización asistida, y los abortos permitidos 
por la legislación penal vigente. 
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1 La objeción de conciencia 
en el derecho constitucional argentino

Esta hoja informativa se ocupa de la objeción de conciencia en el 
campo de la salud sexual y reproductiva en la Argentina. Algunos 
médicos, farmacéuticos, y otros integrantes del sistema de salud 
se amparan en la objeción de conciencia para negarse a brindar 
diversas prestaciones, como informar sobre anticoncepción y 
aborto legal, recetar o expender anticonceptivos (incluyendo 
anticoncepción de emergencia), practicar ligaduras tubarias o va-
sectomías, o realizar abortos permitidos por la ley. En ocasiones, 
los profesionales de la salud y los farmacéuticos se niegan inclu-
so a brindar información sobre las alternativas que la legislación 
pone al alcance de pacientes y clientes. Algunos llegan más lejos 
aún, negándose a derivar a los pacientes a otros profesionales no 
objetores. 

Este trabajo describe las principales normas jurídicas y los 
criterios éticos y jurisprudenciales aplicables a las conductas 
descriptas, y propone algunas líneas directrices para su regula-
ción más precisa.

El derecho a la objeción de conciencia es el derecho a no ser 
obligado a realizar acciones que contrarían convicciones éticas 
o religiosas muy profundas del individuo.2 Este derecho emana de 
la protección que la Constitución garantiza a la libertad de culto 
y de conciencia, y a las acciones que no perjudiquen a terceros 
(artículos 14, 19 y concordantes de la Constitución Nacional). 

Este derecho suele ejercerse en diversos ámbitos. En la Argentina, 
los alcances de la objeción de conciencia fueron debatidos con 
cierta extensión en el plano del servicio militar cuando era obliga-
torio y, más recientemente, se ha avanzado en su legislación 
y reglamentación en el ámbito de la salud sexual y reproductiva. 

La objeción de conciencia no estaba expresamente prevista en 
relación con el servicio militar obligatorio hasta que la Corte Su-
prema, luego de ciertas vacilaciones durante la última dictadura 
militar,3 afirmó este derecho en el caso “Portillo” de 1989.4 Ga-
briel Portillo se había negado a prestar el servicio militar obliga-
torio, por lo que había sido condenado, en sede penal, a cumplir 
con el tiempo original del servicio, más un año adicional. La Cor-
te reconoció en este fallo el valor particular de la libertad religio-
sa, y yendo más allá, extendió la protección de la libertad de con-
ciencia a quienes “establezcan una determinada jerarquía entre 
sus valores éticos, adjudicando especial primacía al de no poner 
en riesgo la vida de un semejante”. Aclaró que en este caso no 
existía “contradicción entre derechos propiamente dichos”, “sino 
entre un derecho y una obligación legal” (Considerando 11), por 
lo cual, dado que el incumplimiento no conlleva[ba] un peligro 
grave o inminente a los intereses protegidos por el Estado, era 
posible hallar alternativas que conciliaran los deberes del objetor 
con el respeto a sus convicciones. La Corte estableció, también, 
que la objeción debía basarse en creencias sinceras que se en-
contraran en serio conflicto con la obligación impugnada. En de-
finitiva, reconoció el derecho de Portillo a prestar un servicio “sin 
el empleo de armas”. En este caso, la Corte sentó los siguientes 
criterios jurisprudenciales respecto del alcance del derecho a la 
objeción de conciencia:

1. El derecho a la libertad de conciencia no puede subordi-
narse a meras consideraciones de conveniencia o utilidad 
pública.

2. El derecho a la libertad de conciencia excede el derecho 
a la libertad de cultos, y comprende las convicciones éticas.

3. La objeción debe ser sincera.

4. Este derecho merece tutela más allá de que su titular 	
sostenga una creencia minoritaria. 

5. Deben distinguirse los casos en los que la objeción de 
conciencia no contradice otro derecho, de aquellos en los 
que sí hay colisión de derechos. 

6. En los casos en que sea posible, debe buscarse conciliar 	
el cumplimiento de los deberes legales con el respeto a las 	
convicciones del objetor.

Los criterios establecidos por la Corte Suprema en el caso Por-
tillo fueron recogidos en la ley 24.429, que en 1994 reguló la 
objeción de conciencia para el nuevo servicio militar voluntario 
creado por esa ley.5 

A partir de la segunda mitad de la década del noventa, los 
debates y las regulaciones de la objeción de conciencia cobraron 
importancia en un ámbito en el que estaban en juego derechos 
fundamentales: el de las leyes y reglamentaciones nacionales 
y provinciales sobre salud sexual y reproductiva. Estas normas 
ordenaron, por ejemplo, la creación de programas de salud sexual 
y reproductiva, el acceso a la anticoncepción quirúrgica, la 
provisión de anticoncepción de emergencia o el acceso al aborto 
no punible y la inducción del parto en casos de diagnósticos 
de patologías incompatibles con la vida extrauterina. En estas 
normas, cláusulas específicas regularon con distinto alcance el 
derecho de los profesionales de la salud y otros actores a ejercer 
la objeción de conciencia.

2
El ejercicio de la objeción de conciencia en el dominio de la 
salud sexual y reproductiva se diferencia de los casos clásicos de 
objeción como los considerados por la Corte Suprema en el caso 
Portillo. En el ámbito de la salud sexual y reproductiva operan, 
entre otros, los siguientes factores de relevancia: 

1. Las acciones de los objetores afectan intereses y 
derechos fundamentales de terceros, ya sea entorpeciendo 
o imposibilitando la disponibilidad de información sobre 
métodos anticonceptivos y aborto legal, o restringiendo 
el propio acceso a tales prestaciones. Estas conductas 
provocan riesgos para la vida, la salud, la integridad física, 
o la autonomía de las personas. Además, la objeción 
colisiona muchas veces con la conciencia de quienes 
ven obstaculizado el acceso a sus derechos sexuales y 
reproductivos, ya que resultan afectadas, cuestionadas 
o dificultadas decisiones profundamente personales. 
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2. La conducta de los llamados objetores suele fundarse 
en razones que impugnan moralmente ciertas políticas 
públicas. Se trata de acciones que tienen una aspiración 
de trascendencia pública que excede la simple pretensión 
de excusarse de un deber. La conducta de los objetores 
está motivada por el deseo de desbaratar políticas públicas 
de salud sexual y reproductiva. No se busca una mera 
excepción individual frente a una obligación jurídica. La 
forma coordinada en la que las corporaciones conservadoras 
y la jerarquía de la Iglesia7 fomentan la práctica masiva de la 
objeción de conciencia muestra que se trata de una acción 
colectiva, de alcance público, orientada a una reforma de 
las leyes y las decisiones del Estado.

3. La afectación de derechos se agrava por centrarse, en 
su mayor parte, en un grupo doblemente desaventajado, 
las mujeres en situación de pobreza, y fortalecer una doble 
fuente de desigualdad estructural, en un contexto donde 
los derechos sexuales y reproductivos se encuentran lejos 
de estar garantizados en plenitud. Además, el abuso de 
la restricción en la provisión de información y métodos 
anticonceptivos empuja a las mujeres a una maternidad no 
querida o al aborto. Por otra parte, la negativa a llevar a cabo 
los abortos en los casos permitidos por la legislación pone 
en riesgo la vida o la salud de las mujeres. 

Estos tres rasgos, característicos de la práctica de la objeción 
de conciencia en el plano de la salud sexual y reproductiva, 
deben ser tenidos en cuenta a la hora de analizar las distintas 
normas que regulan su ejercicio en el sistema jurídico argentino, 
según se expone en la siguiente sección. 

Esta sección ofrece un panorama de la regulación federal y local 
de la objeción surgida en el terreno de las normas de salud sexual 
y reproductiva que se sancionaron a partir de mediados de la 
década del noventa.8 Si bien esta presentación no es exhaustiva, 
permite observar la variedad de criterios aplicados en distintas 
jurisdicciones del país en la regulación de la objeción.

En el ámbito federal puede citarse la ley 25.673, que crea el Pro-
grama Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable en 
el Ministerio de Salud. En su artículo 9 se instituye: “Las institu-
ciones educativas públicas de gestión privada confesionales o no, 
darán cumplimiento a la presente norma en el marco de sus con-
vicciones”. Y el artículo 10 establece: “Las instituciones privadas 
de carácter confesional que brinden por sí o por terceros servicios 
de salud, podrán con fundamento en sus convicciones, excep-
tuarse del cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 6°, inciso b) 
(‘prescribir y suministrar […] métodos y elementos anticonceptivos 
[…]’)”. Por su parte, el decreto 1.282/2003, reglamentario de esa 
ley establece en su artículo 10: “Se respetará el derecho de los 
objetores de conciencia a ser exceptuados de su participación en 
el Programa […] previa fundamentación, y lo que se enmarcará en 
la reglamentación del ejercicio profesional de cada jurisdicción. 
Los objetores de conciencia lo serán tanto en la actividad pública 
institucional como en la privada. Los centros de salud privados 
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deberán garantizar la atención y la implementación del Programa, 
pudiendo derivar a la población a otros centros asistenciales, 
cuando por razones confesionales, en base a sus fines institucio-
nales y/o convicciones de sus titulares, optaren por ser exceptua-
dos del cumplimiento del artículo 6, inciso b) de la ley que se 
reglamenta, a cuyo fin deberán efectuar la presentación pertinente 
por ante las autoridades sanitarias locales”.

El artículo 6° de la ley 26.130, que establece el Régimen para las 
Intervenciones de Contracepción Quirúrgica, también reconoce 
y regula el derecho a la objeción de conciencia en los siguientes 
términos: “Toda persona, ya sea médico o personal auxiliar del 
sistema de salud, tiene derecho a ejercer su objeción de conciencia 
sin consecuencia laboral alguna con respecto a las prácticas médi-
cas enunciadas en el artículo 1° de la presente ley. La existencia de 
objetores de conciencia no exime de responsabilidad, respecto de 
la realización de las prácticas requeridas, a las autoridades del es-
tablecimiento asistencial que corresponda, quienes están obligadas 
a disponer los reemplazos necesarios de manera inmediata”. 

En cambio, la ley nacional 26.150 de Educación Sexual, que 
crea el Programa Nacional de Educación Sexual Integral en el 
Ministerio de Educación de la Nación, no contempla la objeción 
de conciencia. 

En el plano provincial,9 los alcances de la regulación de la objeción 
de conciencia también varían según la jurisdicción. En la provincia 
de Buenos Aires rige la ley 13.066 de Creación del Programa Pro-
vincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable. Sin em-
bargo, el gobernador Solá observó el artículo 7° de esa ley, según 
el cual “(l)as autoridades educativas de gestión privada confesio-
nales o no, darán cumplimiento a los objetivos del presente Pro-
grama en coordinación con la autoridad de aplicación”. El artículo 
2, inc. G) del decreto reglamentario puntualiza que: “(s)e respetará 
el derecho de los profesionales a ser objetores de conciencia, los 
que serán exceptuados de su participación en este programa. 
Esta situación deberá ser informada a los directivos del estable-
cimiento en el que se desempeñen y a las personas que soliciten 
su asistencia profesional, a efectos de procederse, con miras al 
cumplimiento del presente programa, a su reemplazo por otros. 
Los centros asistenciales deberán garantizar la implementación del 
Programa, realizando la derivación a otro profesional o servicio”. El 
Ministerio de Salud de esa provincia aprobó una normativa según 
la cual: “(e)l objetor de conciencia debe suscribir una declaración 
en donde manifieste que ejercerá la objeción tanto en ámbitos 
asistenciales públicos, como privados. La oportunidad de invocar 
la objeción debe realizarse con suficiente antelación para permitir 
disponer el reemplazo del objetor, de modo que se garantice el ac-
ceso efectivo y oportuno a las prestaciones requeridas vinculadas 
al goce efectivo del derecho a la salud sexual y reproductiva”.

En la Ciudad de Buenos Aires, la ley 1.044, de 2003, que regula 
el procedimiento ante embarazos con patologías incompatibles 
con la vida, en el artículo 8 “reconoce la objeción de conciencia 
respecto de la práctica enunciada en el artículo 6° (adelanta-
miento de parto) en los profesionales que integran los servicios 
de obstetricia y tocoginecología del subsector estatal de salud”. 
A continuación enfatiza el deber de las autoridades de los esta-
blecimientos de salud: “Los directivos del establecimiento asis-
tencial que corresponda y la Secretaría de Salud están obligados 
a disponer o a exigir que se dispongan los reemplazos o susti-
tuciones necesarios de manera inmediata”. La resolución 1.174 
del Ministerio de Salud, de 2007, establece el procedimiento 



aplicable para la asistencia sanitaria de aborto en los efectores 
del Subsector Estatal del Sistema de Salud de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires, y afirma: “17.- El objetor debe suscribir una 
declaración en donde manifieste que ejercerá la objeción tanto 
en ámbitos asistenciales públicos, como privados. 18.- La opor-
tunidad de invocar la objeción a determinado deber profesional 
debe realizarse con suficiente antelación para permitir disponer 
el reemplazo del objetor, de modo tal que se garantice el acceso 
efectivo y oportuno a las prestaciones requeridas vinculadas al 
goce efectivo del derecho a la salud sexual y reproductiva”.

En Mendoza, la ley 7.456 de Contracepción quirúrgica, que entró 
en vigencia en 2006, en su artículo 5° puntualiza que “Se res-
petará la objeción de conciencia de los profesionales y ante esta 
situación, los servicios de la red de asistencia estatal provincial 
proveerán los medios para la realización de todo el proceso de 
las prácticas médicas enunciadas […]”.

En la provincia del Chaco, la ley 5.409/04 que modifica la ley 
4.276 de Procreación responsable, e incorpora la práctica de las 
ligaduras de trompas y vasectomías, establece en su artículo 7 
que “Los profesionales de la salud, podrán excusarse de aplicar 
métodos de contracepción quirúrgica, mediante la firma de un 
documento que acredite su objeción de conciencia, lo que no 
inhibe a los centros de salud públicos y privados a procurar la 
práctica por otros profesionales médicos que no expongan y 
acrediten similares objeciones”.

En San Luis, el decreto 129 de 2003, en su artículo 7 dispone 
que “(p)ara el personal profesional y no profesional que tenga 
relación con la ejecución del Programa, deberá considerarse el 
derecho a la objeción de conciencia y serán eximidos de su parti-
cipación, lo que será convenientemente fundado y elevado 
a la autoridad correspondiente para su conocimiento”.

En la provincia de Santa Fe, la ley 11.888, de 2001, en su artículo 4 
“reconoce el derecho a formular objeción de conciencia por parte 
de los profesionales o agentes afectados al mismo”, pero a renglón 
seguido establece que “(e)l Estado provincial garantiza la accesi-
bilidad y gratuidad de las prestaciones”. El decreto reglamentario 
de esta ley 2.442/2002, estipula que “(e)l Programa […] llevará un 
registro de los agentes de salud que expresen objeción de concien-
cia; la misma deberá realizarse en forma escrita y ante la autoridad 
inmediata superior, a fin de facilitar la organización de las activida-
des que permitan implementar las estrategias del Programa”.10

En otras provincias, como Neuquén y Salta, la legislación simple-
mente reconoce la objeción de conciencia sin mayores detalles.

Como surge de las normas citadas, el Estado federal y las provincias 
argentinas han adoptado distintas opciones regulatorias para im-
plementar el mandato constitucional de respeto al derecho a la ob-
jeción de conciencia y a los derechos con los que éste puede entrar 
en conflicto en el plano de la salud. No todas estas opciones son 
igualmente valiosas, y algunas de ellas podrían ser incluso cues-
tionadas por la generalidad con la que reconocen el derecho o la 
preferencia que le otorgan a éste frente a derechos fundamentales a 
los que puede oponerse, generando un riesgo para la vida, la salud 
o la autonomía de las personas, en particular para las mujeres.

La revisión de las normas reseñadas sugiere que, entre otros, los 
legisladores nacionales y provinciales han empleado un amplio 
espectro de criterios para regular la objeción de conciencia, que 

no siempre fueron opciones concordantes entre jurisdicciones ni 
adecuadas a la luz de la Constitución y los criterios sentados por 
la Corte Suprema en el caso Portillo. Ese espectro de alternativas 
incluye las siguientes opciones: 

1. Sujeto o sujetos objetores. Las normas diferencian distintos 
tipos de sujetos a quienes reconocen la capacidad de objetar. 
Algunas reglas incluyen la posibilidad de la objeción de 
conciencia institucional, mientras que otras la prohíben. 
Entre las reglas que reconocen la objeción institucional, 
algunas diferencian las instituciones de gestión pública de 
las privadas y otras distinguen el carácter confesional o no 
de éstas. Otras normas incorporan clarificaciones respecto 
del ejercicio de la objeción por parte de los profesionales de 
la salud, los funcionarios públicos y educadores. Finalmente, 
algunas normas restringen su alcance a establecimientos 
sanitarios, en tanto que otras incorporan también a los 
educativos. 

2. El procedimiento y la publicidad de la objeción. Mientras 
algunas obvian toda referencia a la implementación, otras 
reglas vigentes establecen, en diferente grado, los requisitos 
para proceder a la objeción. En algunos casos, ésta debe 
ser fundamentada previamente, y esa fundamentación debe 
exteriorizarse mediante la formalización de una notificación o 
declaración. A estas expresiones también debe darse distinto 
tipo de publicidad, a veces interna en la institución sanitaria, 
y otras mediante un registro público de objetores. Algunas 
normas van más allá y exigen, además, que los objetores 
sean consistentes en el ejercicio de la objeción en ámbitos 
públicos y privados de práctica profesional. Por último, otras 
reglas detallan los ámbitos institucionales encargados de 
implementar los procesos para la declaración previa de la 
objeción, su publicidad, etc.

3. La garantía de prestación de servicios. Las normas más 
completas suelen hacer referencia expresa a la necesidad de 
garantizar la prestación de los servicios que el objetor rechaza 
suministrar. Esta obligación de garantía se hace recaer sobre 
las instituciones hospitalarias, las autoridades o el sistema 
público de salud. Además, algunas normas acentúan la 
referencia a la responsabilidad profesional e institucional que 
deriva de este deber de garantía de los servicios frente a las 
usuarias. Por otra parte, en unas pocas normas, el deber de 
garantía se implementa mediante la regulación del deber de 
derivación o el reemplazo del prestador objetor.

Las regulaciones de la objeción de conciencia deben ser compa-
tibles con los principios y las normas constitucionales que con-
sagran el derecho a la salud, el derecho a no ser discriminado 
por razones de sexo o clase social, y a que no se impongan a las 
personas creencias religiosas o éticas ajenas. Una vez más, es 
preciso reconocer aquí que, a diferencia de la objeción al servicio 
militar, la objeción en el ámbito de la salud sexual y reproductiva 
afecta derechos básicos de las personas y, especialmente, de las 
mujeres. Por lo tanto, es necesario interpretar los alcances de 
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las normas sobre objeción de conciencia de los prestadores de 
servicios de salud, dados los límites no negociables que impo-
nen los principios y las normas de jerarquía constitucional que 
amparan el derecho a la salud, los derechos a la salud sexual 
y reproductiva, el derecho a verse libre de toda discriminación, 
entre otros.11 

Estas normas y los criterios jurisprudenciales sentados por la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación exigen, además, tomar 
en cuenta una serie de pautas para la regulación de la objeción 
de conciencia:

a) La responsabilidad profesional
El acceso a la información, los insumos y los servicios de salud 
sexual y reproductiva son intermediados por profesionales, como 
médicos y farmacéuticos. Las profesiones actúan como mono-
polios regulados. Los profesionales tienen acceso exclusivo a 
ciertas prácticas, que la sociedad valora de manera especial y 
de las cuales excluye a los no profesionales. A cambio de ese 
monopolio los profesionales deben satisfacer diversos requisitos 
(de educación formal, acreditación, juramentos, etc.). Al ocupar 
un rol de privilegio, el profesional no puede limitar sus obliga-
ciones con la misma facilidad que un no profesional. La objeción 
de conciencia debe ser regulada con especial detalle y de modo 
restrictivo en el ejercicio de la profesión, cuando por esta vía se 
ponen en riesgo valores como la vida y la salud de terceros, o el 
disfrute de importantes derechos constitucionales y/o lega-
les, máxime cuando el ingreso a las profesiones de la salud es 
enteramente voluntario, por lo que la apelación a la objeción de 
conciencia debe ser tratada de manera muy diferente. El caso de 
los profesionales de la salud impone aun restricciones más seve-
ras a su autonomía, ya que tienen un deber de cuidado sobre los 
pacientes, y actúan en un área, la salud, de enorme trascenden-
cia por el tipo de intereses en juego. 

Sobre la base de estas consideraciones, hay quienes propo-
nen la incompatibilidad entre ser objetor y ser profesional de la 
salud.12 Si bien esta medida puede ser considerada extrema, es 
importante tener en cuenta el contexto de falta de acceso o alta 
restricción en el acceso a servicios de salud de los usuarios en el 
que se pretende ejercer la objeción de conciencia según se indica 
en el siguiente punto. La disponibilidad de servicios efectiva-
mente accesibles debe ser una variante importante a la hora del 
reconocimiento y la implementación del derecho de los objetores 
que monopolizan la prestación de servicios de salud.

b) Objeción sin obstrucción: La necesidad de priorizar 
el acceso como precondición para el ejercicio de la objeción 
de conciencia
El acceso a los servicios de salud es precondición de la admisibi-
lidad de la objeción de conciencia de los prestadores de servicios 
de salud. De otra forma se estaría privilegiando la libertad de los 
profesionales de la salud por sobre el derecho a la salud y a la 
vida de los pacientes. En relación con la salud sexual y repro-
ductiva en la Argentina, esto implica que los reclamos para una 
amplia protección a los objetores deben estar precedidos por la 
garantía del acceso igualitario y sin trabas a estas prestaciones 
por parte de todos los habitantes. Este acceso universal aún no 
es una realidad. El Estado argentino no cumple con sus obli-
gaciones de proveer educación y métodos de anticoncepción 
en forma gratuita en todo el territorio del país. Tampoco hace 
respetar la letra del Código Penal en cuanto permite los abortos 
en casos de peligro para la vida o salud de la mujer, y violación. 

Existen provincias en las que una mujer violada no ha podido 
acceder al aborto permitido por la ley, por no haber sido posible 
encontrar un solo médico dispuesto a interrumpir el embara-
zo.13 En estas condiciones, expandir el alcance de la objeción 
de conciencia no es un modo de proteger derechos, sino de 
pulverizarlos, y de perpetuar la desigualdad de las mujeres, que 
son la mayoría de las víctimas por la falta de provisión de estos 
servicios. La excepción no puede preceder a la regla. 

c) Respeto a la libertad religiosa y de conciencia 
de los pacientes 
Otro aspecto del contexto que resulta relevante concierne al gra-
do de respeto a la libertad religiosa. En la mayoría de los casos, 
los objetores de conciencia expresan, a través de su objeción, 
sus valores religiosos, los que, por ejemplo, son contrarios al 
sexo fuera del matrimonio, o al sexo que no se orienta a la repro-
ducción, o a las relaciones homosexuales, o a la terminación vo-
luntaria del embarazo. Una línea muy delgada separa el derecho 
a sostener las propias convicciones religiosas del derecho de los 
pacientes a verse libres de la imposición de valores religiosos. Y 
esa línea es aún más delgada en países en los que la frontera en-
tre Estado y religión es tenue o inexistente. En sociedades como 
la argentina, en la que la vida civil continúa fuertemente condi-
cionada por las imposiciones de la religión católica, esto ofrece 
una razón adicional para ser muy cautelosos en la permisión de 
prácticas que, en los hechos, contribuyen a la hegemonía cultural 
de una visión religiosa.

d) El sistema público de salud
Otro factor que justifica la limitación del derecho de los objetores 
se da en el caso de los empleados y funcionarios del Estado, en 
todos sus niveles. A través de ellos actúa el Estado, por lo que no 
es aceptable que se nieguen prestaciones de salud en institucio-
nes públicas, ya que implicaría un uso privado del poder estatal, 
la quintaesencia del abuso de poder. El Estado no puede objetar 
ni incumplir sus propias normas, y sería deseable que el Estado 
estableciera como condición para ocupar puestos en el sistema 
de salud pública que los postulantes estuvieran dispuestos a lle-
var adelante todas las prestaciones que el cargo o rol requieren, 
a menos que pueda haber un acomodamiento que minimice el 
impacto sobre la calidad de y el acceso a las prestaciones.

e) La objeción institucional
Un límite adicional al alcance de la objeción de conciencia se pre-
senta en el caso de la llamada objeción institucional. ¿Puede ser 
objetor un hospital, una escuela, o una farmacia? A primera vista 
hay un problema: ¿Dónde está la conciencia de estos objetores? 
La objeción de conciencia está ligada de manera indisoluble a 
una mente, a una persona de carne y hueso. Los hospitales y las 
farmacias no tienen conciencia, por lo tanto no podrían objetar. 
Si bien algunas normas prohíben la objeción institucional, otras 
permiten una forma restringida de ésta. En efecto, la ley 25.673 
y su decreto reglamentario, establecen la obligación de las institu-
ciones objetoras de garantizar las prestaciones y de “derivar a la 
población a otros centros asistenciales”. Esta norma refleja que 
la objeción institucional no puede permitirse de forma ilimitada, 
ya que se debe garantizar la derivación en todos los casos.

f) Deber de derivar
La solución más deseable es la que elimina el conflicto entre el 
derecho a la objeción y la necesidad de los pacientes, garanti-
zando la prestación de salud. El costo de la objeción no debe 
trasladarse al usuario. Las instituciones de salud deben garantizar 



que ningún paciente se vea en la incómoda posición de enfrentar 
al objetor, y que la existencia de la objeción no implique la menor 
demora o dilación en el acceso a la prestación. Así, es respon-
sabilidad de las autoridades de los establecimientos de salud 
garantizar que la práctica se lleve a cabo mediante una derivación 
efectiva e inmediata, el reemplazo del personal objetor o la restric-
ción total de la objeción en caso de urgencias médicas. 

Las regulaciones de la objeción de conciencia mencionadas 
en el punto anterior respetan, en algunas ocasiones, las pautas 
mencionadas hasta aquí. En otros casos, resultan incompatibles 
con éstas o pecan de un nivel de generalidad o subregulación 
que no permite evaluar su adecuación a los principios constitu-
cionales y criterios aplicables. 

Es usual trazar una distinción entre la objeción de conciencia y la 
desobediencia civil. A diferencia del objetor, el desobediente pro-
testa contra una norma o decisión política que considera injusta, 
buscando despertar la conciencia y el sentido de justicia de sus 
conciudadanos con vistas a una reforma de la norma o decisión. 
Con su conducta, el desobediente está contribuyendo a la deli-
beración democrática, y acompaña sus razones con la decisión 
de arriesgar su libertad o su integridad física, a la vez que hace 
visible la falta de fundamentación de las políticas que impugna. 
Por su parte, el objetor no está defendiendo una idea en forma 
pública ni propugnando por la reforma de una norma o decisión. 
Simplemente se niega a ser parte de la práctica que objeta. No 
intenta convencer a nadie, solamente busca que lo dejen en 
paz con sus creencias y que no lo obliguen a hacer cosas que 
rechaza profundamente. El desobediente busca un cambio en 
las instituciones o en las políticas, pero el objetor persigue una 
excepción a las normas, no un cambio en ellas. Sin embargo, es 
muy importante puntualizar que en ninguno de los casos –ni en 
la objeción de conciencia ni en la desobediencia civil– se justifica 
violar derechos de terceros. Por lo tanto, el profesional objetor 
no puede defender su conducta amparándose en la desobedien-
cia civil, porque la desobediencia civil es legítima si no afecta 
derechos básicos, y la conducta de los profesionales de la salud 
objetores sí lo hace. 

La articulación de las normas de derecho constitucional y de 
derecho internacional que garantizan el derecho a la igualdad 
en el acceso a la salud y el resto de los derechos citados más 
arriba, con la legislación nacional y provincial, permite identificar 
las siguientes pautas para el ejercicio y el límite de la objeción de 
conciencia de los profesionales de la salud sexual y reproductiva.

1. Los profesionales de la salud son parte de un monopolio es-
tablecido por la sociedad para la mejor protección del bienestar 
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psíquico, físico y social de las personas. Todo intento de sustrac-
ción a los deberes profesionales en este terreno debe analizarse 
rigurosamente. Las normas jurídicas que reconocen el derecho 
de los objetores no relevan a los profesionales y las asociacio-
nes que los nuclean de un profundo análisis ético que pondere 
este derecho con los riesgos creados a los pacientes, el impacto 
discriminatorio de la práctica y sus efectos en términos de la ero-
sión de la confianza en la profesión médica, etc.

2. La objeción no puede obstaculizar el acceso a las prestaciones 
de salud sexual y reproductiva. En caso de admitirse la objeción, 
la derivación debe ser inmediata y la prestación de servicios de 
urgencia sin derivación, también.

3. La objeción no puede alegarse en un contexto de falta de 
acceso a las prestaciones de salud sexual y reproductiva. 

4. La objeción no puede encubrir intentos de imponer una con-
cepción ética o religiosa en otras personas, máxime en el marco 
de una relación no igualitaria, como la que existe entre los 
prestadores de salud y los usuarios. 

5. Para garantizar los requerimientos anteriores, deben es-
tablecerse registros públicos de objetores, a fin de que las 
autoridades de los establecimientos garanticen la prestación 
sin obstáculos de los servicios objetados. La inscripción a estos 
registros debe seguir el modelo de trámite de las objeciones al 
servicio militar obligatorio. Sería conveniente que un cuerpo de 
profesionales de la salud y representantes del Estado, incluso de 
organismos que luchan contra la discriminación, entreviste al 
objetor a fin de garantizar, respecto de todos y cada uno de los 
deberes profesionales que se pretenden incumplir, que se está 
ante una genuina objeción de conciencia, es decir:

a. Que existe una creencia ética o religiosa sincera.
b. Que el profesional de la salud no desconoce información 
científica relevante respecto del producto o la práctica que se 
cuestiona, no actúa movido por el deseo de aliviar su carga 
de trabajo ni movido por creencias discriminatorias o a 
favor de la imposición de creencias éticas o religiosas en 
los demás. 
c. Que existiría un daño serio a la integridad moral del 
prestador en caso de sujeción al deber profesional.

6. No es admisible la objeción que se pretende ejercer solamente 
en el ámbito público. 

Cuando la supuesta objeción de conciencia implica una impugna-
ción pública de una política de gobierno se asimila a una conduc-
ta de desobediencia civil. Sin embargo, aun la desobediencia civil 
encuentra un límite infranqueable en la violación de derechos de 
terceros. La objeción de los efectores de salud vulnera derechos 
básicos de los pacientes, profundizando la exclusión de las muje-
res, en especial de aquellas con menos recursos, del goce pleno 
de sus derechos sexuales y reproductivos. 

El derecho a la objeción de conciencia debe contrapesarse con 
el derecho a la salud en condiciones de disponibilidad, accesibi-
lidad, aceptabilidad y calidad y con el derecho a verse libre de la 
imposición de creencias éticas o religiosas: la conciencia de los 
pacientes es, al menos, igualmente digna de protección. De lo 
contrario, la objeción de conciencia puede volverse opresión 
a conciencia. 
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